
 

 

 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

 

ASUNTO APELACIÓN SENTENCIA – VERBAL 

DEMANDANTES 

MARIA GEORGINA USUGA CASTRO, FERNEY ANTONIO, 

ALIRIO DE JESÚS, JHON FREDY, NORMAN DE JESÚS, 

ENELDYS, YOLIMA, GENY MARYORI PADIERNA USUGA, 

GLADYS DE JESÚS, LUZ AMPARO PADIERNA GUERRA Y LUZ 

DARY PADIERNA ROJAS 

DEMANDADOS 
LEDER IGNACIO CÁRDENAS BENAVIDES, TRANSPORTES 

SÁNCHEZ POLO S.A. Y LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES 

DECISIÓN CONFIRMA Y MODIFICA PARCIALMENTE  

RADICADO 05001-31-03-008-2015-01331-01 

 

Medellín, veinticuatro de agosto de dos mil veintidós 

 

ANTECEDENTES  

 

1. DEMANDA. Los demandantes formularon acción de responsabilidad civil 

extracontractual en contra de Leder Ignacio Cárdenas Benavides -propietario del 

vehículo de placas SWN243-, la empresa de Transportes Sánchez Polo S.A. -como 

afiliadora del vehículo en mención- y la Equidad Seguros Generales Organismo 

Cooperativo -convocada en virtud de la pretensión directa-, por los perjuicios 

materiales y extrapatrimoniales que les fueron causados como consecuencia del 

accidente de tránsito ocasionado el 14 de enero de 2015 en que Pedro María 

Padierna Sepúlveda falleció. 

 

Tales perjuicios fueron pedidos así: (i): A María Georgina Úsuga Castro, la suma 

de $2’641.835°° por concepto de lucro cesante consolidado; $28’190.132°° por 

lucro cesante futuro; 100 smlmv por daño moral y 100 smlmv por daño a la vida 

de relación, (ii) a los demás demandantes, 100 smlmv por daño moral y 100 

smlmv por daño a la vida de relación para cada uno. 
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Como fundamento de lo pretendido –en síntesis-, el apoderado judicial de la parte 

demandante expuso lo siguiente: 

 

a.  El 14 de enero de 2015, en el Kilómetro 46 +380 ruta 6005 autopista Medellín- 

Bogotá, sector “El Silencio”, ocurrió el accidente de tránsito en el que Pedro María 

Padierna Sepúlveda falleció.  

 

b. El accidente de tránsito fue causado por el conductor del vehículo tipo tracto 

camión de placas SWN243 –Carlos Eduardo Benavides Rubiano-, quien atropelló 

al peatón Pedro María Padierna Sepúlveda.  

 

c. La Inspección Municipal de Policía y Tránsito de San Luis - Antioquia, mediante 

resolución N° 37, declaró responsable contravencional a Carlos Eduardo 

Benavides Rubiano, conductor del vehículo de placas SWN243, toda vez que este 

obstaculizó el libre derecho de tránsito que tenía el peatón, al ingresar al interior 

de la Berma y atropellar a Pedro María Padierna, tras ejercer maniobras 

imprudentes y perder el control de la conducción, sin tener presente las 

condiciones y la demarcación del carril. 

 

d. Para el momento del accidente, Pedro María Padierna tenía 77 años de edad 

y convivía hace 30 años con María Georgina Úsuga Castro -de 62 años de edad-

, con quien procreó a siete hijos, Ferney Antonio, Alirio de Jesús, Jhon Fredy, 

Norman de Jesús, Eneldys, Yolima y Geny Maryori Padierna Úsuga. Asimismo, el 

finado tenía tres hijos por fuera de esa relación, Luz Dary Padierna Rojas, Gladys 

y Luz Amparo Padierna Guerra. 

 

e. Previo al momento del accidente, Pedro María Padierna Sepúlveda, laboraba 

de manera independiente, en oficios varios, en algunas fincas del municipio de 

San Luis – Antioquia, con un salario mínimo de $644.350°°, que le permitía velar 

por su sostenimiento y el de su compañera, ya que destinaba el 50% de los 

ingresos para su propio sustento, y el resto para el sustento de la demandante 

María Georgina Úsuga Castro.  

 

2. CONTESTACIÓN. 

 

2.1. Transportes Sánchez Polo S.A., notificado en forma personal (fol. 81), por 

medio de apoderado judicial se opuso a las pretensiones de la demanda y 
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presentó las siguientes “excepciones”: (i) “Falta de legitimación en la causa por 

parte pasiva para la empresa Transportes Sánchez Polo S.A.”, (ii) “Falta de 

relación de dependencia entre Transportes Sánchez Polo S.A. y el propietario y/o 

conductor del vehículo de placas SWN 243 de la cual puede deducirse 

responsabilidad para la empresa”, y (iii) “Compensación de las sumas de dinero 

recibidas por los demandantes del seguro obligatorio de automóviles -SOAT o 

cualquier otra aseguradora-”. 

 

2.2. La Equidad Seguros Generales Organismo Cooperativo, notificada en forma 

personal (fol. 84), por medio de apoderado judicial se opuso a las pretensiones 

de la demanda y presentó las siguientes “excepciones”: (i) “Causa extraña: Hecho 

de un tercero”, (ii) “Carga de la prueba de los perjuicios reclamados según la 

responsabilidad civil de acuerdo con el artículo 1077 del C. CO. Y 167 del C.G.P.”, 

(iii) “Ausencia de culpa de los demandados”, (iv) “Inexistencia del nexo causal”, 

(v) “Falta de prueba de lucro cesante”, (vi) “Excesiva cuantificación de los 

perjuicios”, y (vii) “Límite de responsabilidad de la aseguradora”. 

 

2.3. El demandado Leder Ignacio Cárdenas Benavides, notificado en forma 

personal (fol. 142), por medio de apoderada judicial se opuso a las pretensiones 

de la demanda y presentó las siguientes “excepciones”: (i) “Ruptura del nexo 

causal por una causa extraña – El hecho de un tercero”, (ii) “Concurrencia de 

culpas -Art. 2357 del C. C. Colombiano”, (iii) “Exceso e indebida tasación de 

perjuicios”, (iv) “Reducción de indemnización” y solicitó que se declarara 

cualquier otra excepción que resultara probada. 

 

3. LLAMAMIENTOS EN GARANTÍA: 

 

3.1. La sociedad demandada Transportes Sánchez Polo S.A., citó en garantía a 

Leder Ignacio Cárdenas (c. 4) y a Seguros Generales Suramericana S.A. (c.2). 

Esta entidad aseguradora se opuso a las pretensiones del llamamiento en 

garantía y propuso las “excepciones” que denominó: “(i) “Aplicación de 

estipulaciones del contrato d seguro, pactadas en las condiciones particulares y 

generales de la póliza”, (ii) “Límites del contrato de seguro para atender la 

responsabilidad civil de vehículos propios y no propios que estén al servicio del 

asegurado”, (iii) “Aplicación de los valores reconocidos por el SOAT y la compañía 

de seguros que ampara la responsabilidad civil del vehículo de placas SWN243”, 

y (iv) “Cualquier otra condición o exclusión estipulada en el contrato de seguro”. 
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En cuanto a las pretensiones de la demanda, la aseguradora llamada en garantía 

propuso las “excepciones” que denominó: (i) “Falta de legitimación en la causa 

por activa”, (ii) “Indebida y exagerada tasación de los perjuicios solicitados y falta 

de demostración de los mismos”, y (iii) “Enriquecimiento sin causa”. 

 

3.2. El demandado Leder Ignacio Cárdenas Benavides, citó en garantía a la 

Equidad Seguros Generales -Organismo Cooperativo- (c. 3). 

 

4. SENTENCIA. Mediante providencia de 14 de noviembre 2018, el Juzgado 008 

Civil del Circuito de Medellín declaró probados los supuestos de la responsabilidad 

civil extracontractual y condenó a los demandados a pagar las siguientes sumas 

de dinero en favor de los demandantes, así: (i) A favor de María Georgina Úsuga 

Castro, 100 smlmv por daño moral, $1’771.962°°por lucro cesante consolidado y 

la suma causada por lucro cesante futuro desde el 14 de diciembre de 2015 hasta 

el 03 de diciembre de 2017; (ii) a favor de Luz Dary Padierna Rojas, Luz Amparo 

Padierna Guerra y Gladys de Jesús Padierna Guerra, 30 smlmv para cada una por 

concepto de daño moral y, (iii) a favor de Ferney Antonio, Alirio de Jesús, Jhon 

Fredy, Norman de Jesús, Eneldys, Yolima y Geny Maryori Padierna Úsuga, 60 

smlmv para cada uno por concepto de daño moral. Asimismo, desestimó las 

excepciones formuladas por los demandados; acogió el llamamiento en garantía 

formulado por Leder Ignacio Cárdenas Benavides frente a la Equidad Seguros 

Generales, con la advertencia de que esta aseguradora deberá reembolsar al 

llamante lo que este pague a los demandantes. Por último, desestimó los 

llamamientos en garantía formulados por Transportes Sánchez Polo S.A. a 

Seguros Generales Suramericana y Leder Ignacio Cárdenas Benavides. 

 

4.1. Como sustento de lo decidido, el juez expuso -en síntesis- que en el presente 

asunto quedó acreditado que Carlos Eduardo Benavides Rubiano, conductor del 

tracto camión de placas SWN243, fue el causante del accidente. En efecto, el 

juzgador refirió, que el mismo conductor, ante la autoridad de tránsito, señaló 

que perdió el control del vehículo y por eso se fue a la berma, por donde 

transitaba el señor Pedro María Padierna, atropellándolo y causándole la muerte. 

Asimismo, el juez indicó que pese a que en esa versión el conductor alegó que 

todo ocurrió por tratar de esquivar otro vehículo que él dice le invadió el carril, 

ninguna prueba se recopiló sobre ese particular, ni en este proceso, ni en el 

trámite contravencional.  
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Adicionalmente, el funcionario judicial de primera instancia precisó que, si bien 

el señor Pedro María Padierna tenía 77 años de edad y debía transitar 

acompañado de otra persona responsable, lo cual no aconteció, lo cierto es que 

tal situación no tuvo injerencia alguna en el hecho dañoso, dado el contexto del 

accidente en el que quedó claro que fue el conductor del tracto camión el que, 

por sí solo, causó el accidente. 

 

4.2. Al referirse a los perjuicios extrapatrimoniales, el juez indicó que la muerte 

de Pedro María Padierna, hace presumir la existencia de un perjuicio moral en la 

compañera permanente y en los hijos. Por tal razón, en atención a los demás 

elementos de prueba obrantes en el proceso, concedió a la demandante María 

Georgina Úsuga, la suma de 100 smlmv por ese concepto; para los hijos, la suma 

de 60 smlmv para cada uno, a excepción de Luz Dary, Gladys y Luz Amparo, a 

quienes les fijó la suma de 30 smlmv para cada una, en tanto estas no convivían 

en la casa paterna ni en sus cercanías, sino que por el contrario, lo hacían en la 

zona de Urabá-Antioquia, sin evidenciarse un contacto frecuente con su padre -

Pedro María Padierna-, por lo que estimó equitativo que dicha indemnización 

fuera menor, ya que, según señaló, las reglas de la experiencia indican que los 

lazos afectivos se flexibilizan a mayor distanciamiento físico entre padres e hijos.  

 

De otro lado, negó el reconocimiento del daño a la vida de relación, por cuanto 

lo expuesto por ese perjuicio se haya subsumido en el daño moral mismo, sin 

que se hayan acreditado otras afectaciones al entorno personal, familiar, social 

o de otra índole de los demandantes. 

 

4.3. En cuanto a los perjuicios patrimoniales, el juez, puntualmente, respecto al 

lucro cesante, expuso que en este evento no se acreditó que el finado devengara 

un salario mínimo legal mensual, pues los demandantes y los testigos declararon 

que unos días trabajaba en su propia parcela o finca y otros días o semanas en 

otros lugares, inclusive a título de contratos, percibiendo un pago de $30.000°° 

por día laborado o según el caso, cuando laboraba con contratos, devengaba 

$300.000°° o $400.000°° por esas labores. Al respecto, el funcionario de primer 

grado refirió que la presunción del ingreso del salario mínimo admite prueba en 

contrario y en este caso la misma quedó en entredicho parcialmente, por lo que 

concluyó que el finado Pedro María Padierna devengaba por lo menos la mitad 

de un salario mínimo legal mensual vigente y fue con esa suma que atendió el 

cálculo indemnizatorio. Asimismo, el juzgador precisó que como María Georgina 
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Úsuga falleció el 03 de diciembre de 2017, solo hasta esa fecha se liquidaría el 

lucro cesante futuro, causado desde la fecha de la presentación de la demanda. 

 

4.4. En ese orden, el juzgador a quo desestimó las excepciones propuestas y 

acogió el llamamiento en garantía formulado por el demandado Leider Cárdenas 

a Equidad Seguros y, en consecuencia, dispuso que la llamada en garantía, 

deberá reembolsar al llamante, con sus alcances y límites, el dinero que este 

pague a los demandantes en razón de la sentencia. 

 

4.5. De otro lado, no acogió el llamamiento en garantía que Transportes Sánchez 

Polo S.A. hizo a Leder Ignacio Cárdenas Benavides, bajo el argumento de que no 

existe fundamento legal o contractual, en virtud del cual el llamado deba 

responder por lo que la empresa llamante sea condenada. Por último, el juez 

tampoco acogió el llamamiento que Transportes Sánchez Polo S.A. hizo a la 

compañía de Seguros Generales Suramericana S.A., en tanto que la póliza traída 

a colación por la empresa llamante, solo operaría en exceso del SOAT y la 

cobertura de responsabilidad civil que debe tener el vehículo al servicio del 

asegurado, lo que en este caso ocurrió con la Equidad Seguros.  

 

5. APELACIÓN. Inconformes con lo resuelto, ambas partes presentaron sendos 

recursos de apelación. 

 

5.1. LA PARTE DEMANDANTE presentó los siguientes reparos concretos: 

 

-La presunción de que el finado devengaba un salario mínimo no fue desvirtuada, 

toda vez que el mismo empleador del señor Pedro María Padierna, indicó que 

este tenía un ingreso diario que él le pagaba y que equivalía prácticamente al 

salario mínimo, por lo que así tuvo que ser definido en la liquidación del perjuicio 

patrimonial.  

 

-El lucro cesante concedido a la demandante María Georgina Úsuga -compañera 

permanente del finado- debe entenderse como consolidado, toda vez que esta 

falleció el 03 de diciembre de 2017, esto es, antes de la sentencia.  Asimismo, 

señaló que, la liquidación se debe hacer con el 75% de lo que percibía el extinto 

Pedro María Padierna. 
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-A todos los hijos se les debe reconocer la suma de 100 smlmv por concepto de 

daño moral, ya que hacer una asignación de 30 smlmv para los hijos que no 

conviven con sus padres, es una discriminación que no repara integralmente el 

perjuicio, ya que esa mera situación no aminora el dolor, la congoja y la tristeza 

de aquellos. 

 

-Como los demandantes ejercieron la acción directa en contra de la aseguradora, 

la orden de pago se debe dar directamente a la aseguradora, para que sea esta 

quien pague a los demandantes y no como quedó establecido en la sentencia al 

resolver lo pertinente sobre el llamamiento en garantía. 

 

-Por último, señaló que en el caso del llamamiento en garantía que se hizo a 

Seguros Generales Suramericana, lo que debe decirse es que esta cubra lo que 

exceda el valor de la póliza de la cobertura de la Equidad Seguros. 

 

5.2. El demandado LEDER IGNACIO CÁRDENAS BENAVIDES, presentó los 

siguientes reparos a la decisión: 

 

-El juez pasó por alto que la Equidad Seguros Generales también fue demandada 

en acción directa, razón por la que esta debe pagar directamente a los 

demandantes la condena que le corresponda asumir al asegurado y no como si 

hubiera sido llamada en garantía. 

 

-La condena impuesta por concepto de perjuicio moral a favor de la demandante 

María Georgina Úsuga Castro debe ser modificada, en tanto en el expediente no 

se encuentra probada la intensidad del daño y la cuantía no se presume. En el 

mismo sentido, reprochó la condena impuesta por la suma de 60 smlmv, por ese 

mismo concepto a varios de los hijos del finado, bajo el argumento de que la 

intensidad de tales perjuicios no fue demostrada, máxime que se trata de hijos 

mayores de edad y algunos ya no compartían el mismo espacio de residencia con 

su padre. 

 

5.3. La EQUIDAD SEGUROS GENERALES elevó los siguientes reparos en contra 

de la decisión de primer grado: 

 

-Al momento de estudiar la responsabilidad civil del conductor del camión, el juez 

no tuvo en cuenta la versión que aquel rindió, al indicar que en el hecho participó 



Recurso de apelación 

Rad. 05001-31-03-008-2015-01331-01 

Sentencia 120 de 2022 

Página 8 de 23 
 

un segundo automotor, que fue el causante del giro del camión, lo cual origina 

la eximente de responsabilidad de causa extraña, en razón del hecho de un 

tercero. 

 

- La versión del conductor del tracto camión, analizada en conjunto con la prueba 

documental obrante en el expediente, desvirtúa la culpa de aquel, ya que da 

cuenta de que la conducta desplegada por dicho conductor obedeció a la reacción 

frente al atravesamiento de otro carro en sentido contrario y que, por un sentido 

que puede ser de supervivencia, la única reacción fue girar el camión, sin pensar 

siquiera que iba a atropellar a Pedro María Padierna Sepúlveda. En tal orden, lo 

intempestivo e irresistible del hecho, rompe el nexo de causalidad en el presente 

caso.  

 

-La condena impuesta por concepto de perjuicios morales resulta excesiva, ya 

que, si bien no se discute el dolor o sufrimiento por parte de los familiares de la 

víctima directa, debido a que la pérdida de un ser querido es inconmensurable, 

sí resulta necesario estimar de manera razonable la cuantía de cada uno de los 

perjuicios, ya que en este caso no se demostró que cada demandante tuviera 

para sí el equivalente a la cuantía que el juez les otorgó por el fallecimiento del 

señor Padierna.  

 

6. ALEGACIONES EN SEGUNDA INSTANCIA.  

 

6.1. La parte demandante, en esta sede, desarrolló y sustentó los argumentos 

expuestos en los reparos concretos presentados en primera instancia, excepto el 

relativo al llamamiento en garantía que la empresa Transportes Sánchez Polo 

S.A. hizo a Seguros Generales Suramericana. Adicionalmente, presentó 

inconformidad frente a la negación del daño a la vida de relación. 

 

6.2. El demandado Leder Ignacio Cárdenas Benavides, al sustentar el recurso de 

apelación, en síntesis, reiteró y explicó los argumentos expuestos en los reparos 

concretos presentados en primera instancia. 

 

6.3. La Equidad Seguros Generales, por su parte, al sustentar el recurso de 

alzada, apenas desarrolló el reparo dirigido a cuestionar el monto de la condena 

impuesta por concepto de perjuicios morales. 
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6.4. En el traslado de los recursos, se pronunció la apoderada de Seguros 

Generales Suramericana, quien solicitó que la sentencia de primera instancia sea 

confirmada y precisó que lo pretendido por Transportes Sánchez Polo S.A., no 

tiene sustento porque en la póliza suscrita con Suramericana no fue contratada 

la cobertura opcional de “responsabilidad civil por daños causados con vehículos 

al servicio del asegurado”. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  PRECISIÓN PRELIMINAR: Previo a delimitar el problema jurídico suscitado 

mediante los recursos interpuestos, es pertinente precisar, de cara a los puntos 

objeto de estudio en esta segunda instancia, lo siguiente: 

 

1.1. La Sala advierte que el reparo de la parte demandante, mediante el cual 

solicita se revoque lo dispuesto frente a los prejuicios por daño a la vida de 

relación y, en su lugar, los mismos sean reconocidos, -el cual apenas se trajo 

a colación en la sustentación de la alzada-, no debe ser estudiado en esta 

instancia, en tanto que tal alegato es nuevo y deviene incongruente con los 

reparos concretos esgrimidos en primera instancia -ya que allí no se expuso-, lo 

cual desconoce el inciso final del artículo 327 del Código General del Proceso, 

que al regular el trámite de la sustanciación, dispone que “El apelante deberá 

sujetar su alegación a desarrollar los argumentos expuestos ante el juez de 

primera instancia”. 

 

1.2. En el mismo sentido, se advierte que el reparo de la parte demandante, 

dirigido a cuestionar lo decidido por el juez en cuanto al llamamiento en garantía 

hecho por Transportes Sánchez Polo S.A. a Seguros Generales Suramericana 

S.A., no será atendido en esta instancia, por cuanto el mismo no fue sustentado 

en esta oportunidad. La misma determinación se adopta en cuanto a los reparos 

elevados por la Equidad Seguros, dirigidos a cuestionar la responsabilidad del 

conductor del tracto camión, en tanto que, en esta sede, la aseguradora apenas 

se limitó a sustentar el reparo dirigido a atacar la condena impuesta por concepto 

de perjuicios morales, por lo que a este punto se limitará el estudio de la alzada 

elevada por la demandada en mención. Lo anterior, implica que los recursos de 

apelación, en cuanto a los reparos no sustentados, sean declarados desiertos 

solo en esos puntos, de conformidad con el inciso cuarto del artículo 322 del 
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Código General del Proceso1, en consonancia con lo expuesto por la Corte 

Constitucional en la sentencia SU 418 de 2019 (Acogido además por la Sala 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia en las sentencias de tutela  STL7317 de 

16 de junio de 2021; STL5524 de 27 de abril de 2022; STL6925 de 18 de mayo 

de 2022; STL7455 de 24 de mayo de 2022; STL9034 de 13 de julio de 2022, 

entre otras). 

 

2. PROBLEMA JURÍDICO: Dilucidado lo anterior, en atención a los recursos 

interpuestos, a la Sala le corresponde decidir los siguientes puntos: (i) En primer 

lugar, si conforme con lo expuesto por la parte demandante, la sentencia de 

primera instancia debe ser modificada, toda vez que los elementos probatorios 

dan cuenta de que la liquidación del lucro cesante se debe hacer teniendo como 

base que el ingreso del finado Pedro María Padierna era de un salario mínimo 

mensual legal vigente en atención a la presunción desarrollada 

jurisprudencialmente y no con medio salario mínimo como lo hizo el juzgador a 

quo. (ii) En segundo lugar, la Sala resolverá lo pertinente en cuanto a las 

inconformidades relativas al monto de la condena impuesta por concepto de 

perjuicios morales, lo cual fue cuestionado tanto por la parte demandante, como 

por los demandados Leder Ignacio Cárdenas y la Equidad Seguros. (iii) Por 

último, el Tribunal deberá establecer, si como lo plantea tanto la parte 

demandante como el apelante Leder Ignacio Cárdenas, la decisión impugnada 

debe ser modificada,  en tanto que en el presente asunto, en el que se ejerció la 

acción directa en contra de la aseguradora Equidad Seguros, la condena impuesta 

deber indicar que esta  pague directamente a las víctimas dicha condena y no 

como lo advirtió el juez de primer grado, al ordenar simplemente el reembolso 

por el pago que el demandado asegurado haga a los demandantes.  

 

3. MARCO NORMATIVO Y DE APLICACIÓN AL CASO EN CONCRETO. 

 

El conflicto planteado se ubica en el tema de la responsabilidad civil 

extracontractual originada en el ejercicio de actividades peligrosas, según lo 

previsto en el artículo 23562 del Código Civil. Allí se consagra una presunción de 

                                                           
1 “(…) Si el apelante de un auto no sustenta el recurso en debida forma y de manera oportuna, 
el juez de primera instancia lo declarará desierto. La misma decisión adoptará cuando no se 
precisen los reparos a la sentencia apelada, en la forma prevista en este numeral. El juez de 
segunda instancia declarará desierto el recurso de apelación contra una sentencia que no hubiere 
sido sustentado”. 
2 “(…) Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona, 
debe ser reparado por esta (…)”. 
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culpa que opera en favor de la víctima de un daño causado durante el ejercicio 

de la labor riesgosa, aspecto que la releva de probar la existencia de la culpa en 

el acaecimiento del accidente y, por tanto, para que el autor del mismo sea 

declarado responsable de su producción, solo le compete demostrar la conducta 

o hecho antijurídico, el daño y la relación de causalidad entre este y el perjuicio. 

Cualquier exoneración, por tanto, debe plantearse en el terreno de la causalidad, 

mediante la prueba de un elemento extraño (fuerza mayor o caso fortuito, hecho 

de un tercero o culpa exclusiva de la víctima).  

 

4. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO: 

 

4.1. En cuanto al ingreso salarial del finado Pedro María Padierna Sepúlveda para 

el momento del accidente: El juez de primera instancia, si bien no cuestionó que 

el señor Pedro María ejercía labores de oficios varios en una finca, consideró que 

en el expediente no había suficientes elementos probatorios que permitieran 

determinar que, al momento del accidente, este percibiera un salario mínimo 

legal mensual vigente, porque en las declaraciones rendidas en el proceso no 

existe claridad respecto a cuántos días trabajaba al mes, ya que unos días lo 

hacía en su propia finca y otros días en predios ajenos. Luego de estas 

observaciones, el juzgador advirtió que la presunción de que el finado devengaba 

un salario mínimo había sido desvirtuada parcialmente, por lo que apenas tendría 

en cuenta que este percibía medio salario mínimo, y esa fue la base para la 

liquidación del lucro cesante. 

 

El juzgador de primer grado no tuvo razón al adoptar tal determinación, de un 

lado, porque desconoció la forma de aplicación de la presunción de que el finado 

devengaba un salario mínimo legal mensual vigente -desarrollada 

jurisprudencialmente-, y de otro lado, al concluir que no había claridad en cuanto 

al ingreso, porque unos declarantes decían que Pedro María apenas trabajaba 

unos días a la semana y otros que de lunes a viernes, pues no tuvo en cuenta, 

que entre esos declarantes, estuvo el mismo empleador -Gildardo Antonio Lopera 

Rojas- quien refirió que él le pagaba $30.000°° a Pedro María Padierna por el día 

laborado y que al principio, le daba trabajo por días o semanas, pero que al final 

“como 4 o 5 meses, sí trabajo de seguido conmigo” (CD 3, min 32 y s.s.). Con 

todo, independientemente de que las declaraciones al unísono no indicaran los 

días exactos en que el señor Pedro María Padierna trabajaba en fincas diferentes 
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a la de el mismo, lo cierto es que todos (demandantes y testigos) dieron cuenta 

de que sí trabajaba en una finca y que por ello recibía una remuneración.  

 

Por esta razón, el juzgador, debió acudir a la presunción del salario mínimo, en 

tanto la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia -Sala de Casación Civil- 

ha indicado que, ante la ausencia de prueba que demuestre un salario superior 

al mínimo, inexorablemente se tendrá que acudir a la figura de la presunción del 

salario mínimo, al considerarse que esa persona, con capacidades para laborar, 

por lo menos, para su sustento, obtendrá un salario mínimo, lo cual es 

perfectamente aplicable a este caso, en el cual quedó acreditado que el señor 

Pedro María Padierna, “campesino”, “jornalero”, como lo denominaron algunos 

testigos, a sus 77 años de edad, trabajaba en la finca del señor Gildardo Antonio 

Lopera y por ello recibía una remuneración. 

 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC4803 de 12 de 

noviembre de 2019, explicó: 

 

“En aras de estimar económicamente el aludido menoscabo, el actual 

entendimiento jurisprudencial del principio de reparación integral en punto 

a la indemnización por lucro cesante ordena que, una vez demostrada la 

afectación negativa del ejercicio de una actividad productiva, debe 

procederse al restablecimiento patrimonial del agraviado, para lo cual 

basta la prueba de su aptitud laboral y, para fines de cuantificación, la 

remuneración percibida, sin perjuicio de que esta sea suplida por el salario 

mínimo legal mensual vigente. 

 

Esto último desarrolla el aludido principio, reconocido normativamente en 

el artículo 16 de la ley 446 de 1998, el cual ordena «que al afectado por 

daños en su persona o en sus bienes, se le restituya en su integridad o lo 

más cerca posible al estado anterior…, y por eso, acreditada la 

responsabilidad civil, el juez ‘tendrá que cuantificar el monto de la 

indemnización en concreto, esto es que habrá de tomar en consideración 

todas las circunstancias específicas en que tuvo lugar el daño, su 

intensidad, si se trata de daños irrogados a las personas o a las cosas, y 

la forma adecuada de resarcir el perjuicio’ (CSJ SC, 18 dic. 2012, Rad. 

2004-00172-01)» (SC22036, 19 dic. 2017, rad. n.° 2009-0014-01). 

 

Así lo dejó sentado esta Corporación, al señalar: 
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Demostrado, entonces, que se causaron perjuicios no se puede dictar fallo 

exonerando de la condena bajo el argumento de que no obra 

demostración de la cuantía del mismo ni tampoco se puede morigerar o 

amainar su monto predicando de manera simple y rutinaria que no hay 

forma de acreditar una superior, razón por la cual tiene que acudirse a 

deducir como retribución por los servicios prestados la correspondiente al 

‘salario mínimo legal’ (SC de 21 oct. 2013, rad. n.° 2009-00392-01). 

 

La utilización de la remuneración mínima en la jurisprudencia es de vieja 

data, soportada en pautas de equidad y sentido común, con el fin de evitar 

que la indemnización se pierda en divagaciones probatorias, al paso que 

garantiza la protección de la víctima. 

 

Obviar esta obligación «desconoce la existencia de [esta] capacidad… en 

toda persona humana que como atributo indestructible forma parte de su 

misma sustantividad existencial. La plena capacidad cordial (incluyendo la 

mental, puesto que concebidos al hombre como un ser único e indiviso) y 

por lo tanto, su habilidad, siempre entraña la posibilidad de que luchará y 

buscará la forma de obtener, así sea, exclusiva y egoístamente su propio 

sustento para sobrevivir sin solidaridad con su familia» (SC16690, 17 nov. 

2016, rad. n.° 2000-00196-01). 

 

Por tanto, no es menester exigir al afectado que demuestre el desarrollo 

de un laborío redituable para acceder a su pretensión, pues basta con 

encontrar acreditada la pérdida de su capacidad laboral -temporal o 

permanente-, salvo que su aspiración sea una tasación mayor”. 

 

En este orden, la Sala advierte que, una vez acreditada la afectación negativa del 

ejercicio de una actividad productiva -en este caso el deceso del señor Pedro 

María Padierna-, debe procederse al restablecimiento patrimonial del agraviado, 

para lo cual basta la prueba de su aptitud laboral -lo cual fue acreditado por los 

demandantes y los testigos -y, para la cuantificación, de no tenerse certeza de 

sus ingresos- se tendrá que percibía por lo menos el salario mínimo legal mensual 

vigente.  

 

Por lo expuesto, para la operación de la liquidación del lucro cesante a favor de 

María Georgina Úsuga Castro, se tendrá en cuenta que el finado Pedro María 

Padierna devengaba un salario mínimo legal mensual vigente y no medio salario 

mínimo como el juez a quo determinó. 
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4.2. De la liquidación del lucro cesante a favor de María Georgina Úsuga Castro. 

A esta Sala corresponde liquidar nuevamente el lucro cesante, para lo cual, habrá 

de acogerse el salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de esta sentencia 

(sin tener que indexar aquel) –como bien ha referido la Sala Civil de la Corte 

Suprema de Justicia-, por cuanto tiene implícita” la pérdida del poder adquisitivo 

del peso (…), ya que hasta ahora se haría efectiva la indemnización” 3. Así, el 

salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de esta sentencia de segunda 

instancia equivale a $1’000.000°°.  

 

Como bien lo advirtió la parte demandante al interponer el recurso de alzada, el 

lucro cesante concedido a la demandante María Georgina Úsuga -compañera 

permanente del finado- debe entenderse como consolidado, toda vez que esta 

falleció el 03 de diciembre de 2017, es decir antes de proferirse la sentencia, 

razón por la que no habrá lugar a liquidar lucro cesante futuro. De esta manera, 

si bien la expectativa de vida menor era la del finado Pedro María Padierna, que 

según lo dispuesto en la Resolución Nro. 1555 de 2010 de la Superintendencia 

Financiera es de 10.9 años (130.8 meses), en consideración a que en la fecha en 

que falleció contaba con 77 años de edad, lo cierto es que hasta allá no habrá de 

atenderse la liquidación del lucro cesante, en tanto que la demandante María 

Georgina Úsuga Castro -compañera permanente del finado-, falleció el 03 de 

diciembre de 2017, esto es, casi a los 3 años del deceso del primero. 

 

Ahora, se advierte que al apoderado de la parte demandante no le asiste razón 

al precisar que la liquidación del lucro cesante se debe hacer con el 75% de lo 

que percibía el extinto Pedro María Padierna, en tanto que en la propia demanda, 

la parte demandante afirmó que “De los ingresos obtenidos por el señor PEDRO 

MARÍA PADIERNA SEPÚLVEDA destinaba el 50% para su propio sustento y para 

el de su compañera el 50% equivalente a $322.175”,  por lo que ahora, en esta 

instancia, en contra de la regla de la congruencia, el apelante no puede cambiar 

el porcentaje denunciado por concepto de gastos personales del finado, para 

acudir a la presunción de que para ello destinaba el 25% de sus ingresos. Por tal 

razón, como base para la liquidación, se tendrá el 50% del ingreso que percibía 

el finado que, para esta fecha, asciende a la suma de $500.000°°, conforme se 

liquidará a continuación: 

                                                           
3 CSJ SC, 25 oct. 1994, G.J. t. CCXXXI pág. 870; en el mismo sentido: CSJ SC071-99, 7 oct. 1999, 
Rad. 5002; CSJ SC, 6 ago. 2009, Rad. 1994-01268-01; CSJ SC5885-2016, 6 May. 2016, Rad. 

2004-00032-01. CSJ SC15996-2016, 29 Nov. 2016, Rad. 2005-00488-01 y CSJ SC20950, 12 dic. 

2017, Rad. 2008-00497-01 
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La fórmula utilizada es la aplicada en distintos precedentes provenientes de la 

Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado4.  

 

 S= Ra (1 + i) n - 1 

        i 

 

 En que S = Es la suma resultante del período a indemnizar. 
  Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $500.000 
  i= Interés puro o técnico: 0.004867 
n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde la 
fecha de la muerte de Pedro María Padierna- (14 de enero de 2015)- hasta 
la fecha del deceso de la demandante María Georgina Úsuga Castro – 03 de 
diciembre de 2017-, esto es, 34,6 meses. 
 

S= $500.000 (1 + 0.004867)34,6 - 1 
                        0.004867         
 
 
S= $500.000   x     0.182924 = 37.584 
                     0.004867         
 
S= $18’792.000°° 

 

En este orden, el lucro cesante consolidado, liquidado desde la fecha en que 

Pedro María Padierna murió -14 de enero de 2015- hasta la fecha en que falleció 

la demandante María Georgina Úsuga Castro -03 de diciembre de 2017- asciende 

a DIECIOCHO MILLONES SETECIENTOS NOVENTA Y DOS MIL PESOS 

($18’792.000°°). Dicha suma se encuentra actualizada hasta la fecha de esta 

sentencia, en tanto que, para ello, se tuvo en cuenta el salario mínimo legal 

vigente.  

 

4.3. Del monto reconocido por perjuicios extrapatrimoniales por concepto de 

daño moral y la respectiva valoración probatoria: De entrada, para abordar los 

reparos elevados respecto al reconocimiento de perjuicios morales, la Sala pone 

de presente que la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC 5686 de 19 de 

diciembre de 2018, reiteró que, si bien el daño moral se presume respecto de los 
                                                           
4 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, M.P. Pedro Octavio Munar Cadena. Sentencia 
de 20 de enero de 2009. Exp.: No.170013103005 1993 00215 01; M.P. César Julio Valencia 

Copete 15 de abril de 2009.Exp.: 08001-3103-005-1995-10351-01. Consejo De Estado. Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. C.P. Danilo Rojas Betancourth. Sentencia de 31 

de mayo de 2013.  
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familiares de la víctima que falleció, lo cierto es que en cada caso concreto hay 

que valorar las circunstancias particulares para determinar la gravedad del 

perjuicio. Al respecto refirió que: 

 

“Tratándose de perjuicios morales, las máximas de la experiencia, el 

sentido común y las presunciones simples o judiciales que brotan las más 

de las veces de la situación de hecho que muestra el caso sometido a 

consideración del juez serán suficientes a los efectos perseguidos. Es 

sabido que no hay prueba certera que permita medir el dolor o la pena, ni 

menos cuando han pasado años desde el acaecimiento del evento dañoso. 

De tal modo que, ante la imposibilidad de una prueba directa y de precisar 

con certidumbre absoluta si existe o no y en qué grado el dolor, congoja, 

pánico, padecimiento, humillación, ultraje y en fin, el menoscabo espiritual 

de los derechos inherentes a la persona de la víctima, como consecuencia 

del hecho lesivo, opta válidamente el juez por atender a esas 

particularidades del caso e inferir no sólo la causación del perjuicio sino su 

gravedad. Es que el daño moral se manifiesta in re ipsa, es decir, por las 

circunstancias del hecho y la condición del afectado. 

(…) 

 

De esas presunciones judiciales o de hombre, de la mayor importancia, 

como lo ha reconocido de antaño esta Corporación, es la que procede de 

los estrechos vínculos de familia a efectos de deducir los perjuicios morales 

que padecen los allegados a la víctima directa, en atención a que se 

presume, por los dictados de la experiencia, que entre ésta y aquellos 

existen fuertes lazos de afecto por lo que, sin duda, el interés jurídico 

tutelado y transgredido con el acto dañoso no es, en criterio de la Corte, 

únicamente el dolor psíquico o físico dado que este suele ser una 

consecuencia (pero no la única) de la trasgresión a un derecho inherente 

a la persona, a un bien de la vida o un interés lícito digno de protección, 

como en este caso son las relaciones de la familia como núcleo  esencial 

de la sociedad (…)”  

 

-En este orden, los demandados Leder Ignacio Cárdenas Benavides y la Equidad 

Seguros Generales, presentaron inconformidad con el monto reconocido por 

perjuicio moral a favor de la ahora finada María Georgina Úsuga -compañera 

permanente del finado Pedro María Padierna-, en tanto no se acreditó la 

intensidad de ese daño y, en atención a ello, piden rebajar ese valor de 100 

SMLMV. No obstante, dicho valor se mantendrá, puesto que la Sala no encuentra 

motivos para modificar la cantidad fijada por el funcionario judicial de primer 
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grado. En efecto, las pruebas practicadas dan cuenta de que estos tenían una 

excelente relación, que llevaban más de 30 años en convivencia, procrearon 7 

hijos y que ella se vio muy afectada, sintió mucho dolor y se vio muy decaída y 

triste por la muerte de su compañero (así lo declararon los testigos Lina Marcela 

Ríos Carmona, Gildardo Antonio Lopera Ríos y Alfonso Espinosa), por lo que la 

indemnización definida por el juez a quo debe ser confirmada en tanto enmarcada 

en su arbitrio judicial, también se ajusta a las pruebas obrantes en el expediente 

y a las reglas de la experiencia, que indican que una compañera permanente -de 

62 años de edad-, que llevaba conviviendo más de 30 años con su compañero, 

en las condiciones determinadas en este caso, padeció un dolor y sufrimiento 

inconmensurable por la muerte violenta y repentina del consorte -de 77 años de 

edad-. 

 

-Los demandados también reprocharon la condena impuesta por ese mismo 

concepto a varios de los hijos del finado, por la suma de 60 SMLMV, bajo el 

argumento de que la intensidad de tales perjuicios no fue demostrada, máxime 

que se trata de hijos mayores de edad, algunos de los cuales ya no compartían 

el mismo espacio de residencia con su padre. Contrario a ello, la parte 

demandante, solicita que dicha cuantía sea aumentada. Al respecto, la Sala 

advierte que, frente a Ferney Antonio, Alirio de Jesús, Jhon Fredy, Norman de 

Jesús, Eneldys, Yolima y Geny Maryori Padierna –hijos del finado Pedro María 

Padierna procreados en la unión marital con María Georgina Úsuga-, el valor 

equivalente a 60 SMLMV reconocido para cada uno de ellos por concepto de 

perjuicio moral se debe mantener, puesto que no se acredita circunstancias para 

apoyar la modificación de la cantidad fijada por el juez de primer grado. En 

efecto, las pruebas practicadas dan cuenta de que estos tenían una excelente 

relación con el padre y que, tras el deceso de este, se vieron muy afectados por 

lo que la indemnización definida por el juez a quo en su arbitrio judicial debe 

permanecer. 

 

Al respecto, véase que todos los declarantes -partes y testigos- coincidieron en 

que la relación del finado con los hijos era muy buena, eran muy unidos, que 

estos se vieron muy afectados moralmente y si bien algunos de ellos ya llevaban 

tiempo por fuera de la casa,  lo cierto es que tal situación obedecía a criterios de 

beneficio o progreso para los hijos por cuestiones laborales o relaciones de 

pareja, y no por discordancias o conflictos,  pues siempre estuvieron pendientes 

del padre, sin que el hecho de que no vivieran con el finado para el momento del 
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accidente,  fuera un obstáculo que quebrantara esos lazos permanentes y 

connaturales de afecto que existe entre los padres y sus hijos.  En efecto, al 

referirse a estos, la testigo Lina Marcela Ríos Carmona (cd 3, min 7 y s.s.), en 

forma general, dijo: “El grado de afectación fue mucho, porque la muerte del 

papá de uno siempre es dolorosa, inclusive aún se nota la nostalgia que dejó la 

muerte del señor pedro (…) toda la familia era muy unida”. Por su parte, el 

deponente Gildardo Antonio Lopera Rojas (min. 19 y s.s.), sin distinción alguna, 

declaró: “Ellos se reunían bastante, en diciembre se reunían todos y armaban 

fiesta, pasaban bueno. Eran muy felices, contentos, se reunían y hacían meras 

“pachangas”. Al referirse a los hijos, indicó: “Yo los veo mal, ya no es lo mismo, 

ellos se siguen reuniendo, pero ya más poquito y no vienen todos y ya no prenden 

música en la casa, ya son apagados, callados (min. 26). Asimismo, el testigo 

Alfonso Espinosa (min. 34 y s.s.) al referirse a todos los hijos, expuso: “ellos 

siempre se reunían en las fechas especiales, en el día del padre, ellos subían de 

Urabá y se reunían siempre, en ese entonces pues, ahora ya casi no se reúnen 

así, como antes, por la tristeza y todo eso (…) Los afectó mucho, porque ya se 

ven muy tristes, ellos sí digamos que se reúnen. Pero digamos que ya muy poco, 

ya los ve uno muy diferentes así a reunirse, ya no es lo mismo como antes, ya 

es muy diferente todo”. 

 

- En atención a lo expuesto, de cara a los reparos elevados por la parte 

demandante en cuanto al aumento de la condena impuesta por concepto de 

perjuicios morales a favor de  Luz Dary Padierna Rojas, Luz Amparo Padierna 

Guerra y Gladys de Jesús Padierna Guerra, la Sala advierte que el monto de los 

perjuicios reconocidos por dicho concepto–en la suma de 30 smlmv para cada 

una- debe ser aumentado a la suma de 50 smlmv, por cuanto en el proceso 

quedó acreditado con suficiencia que, pese a que estas en la mayor parte del 

tiempo vivían lejos de su padre -ya que indicaron residir en el sector de Urabá-, 

por haber sido procreadas por fuera de la unión marital de hecho que el señor 

Pedro María Padierna conformó con María Georgina Úsuga, lo cierto es que ello 

no fue un obstáculo para que tuvieran una buena relación con el padre, ya que 

quedó acreditado que estas también padecieron serias aflicciones en su fuero 

interno y que siempre se comunicaban con él y venían y se reunían con su 

progenitor en fechas especiales. Tal afirmación no solo fue hecha por los testigos 

ya mencionados como se advirtió, sino que los mismos demandantes -esto es, 

otros hermanos- así lo afirmaron. Véase que la demandante Geny Maryori 

Padierna Úsuga (hora 1, min 7 y s.s.), quien vivía con el finado Pedro María 
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Padierna para el momento del accidente, declaró, “Los hermanos que no vivían 

en la casa, nos visitaban mucho, en las fechas especiales, cuando mi papá 

cumplía años, el día del padre, en diciembre y en otras fechas así no fueran 

especiales”, y por su parte, Ferney Antonio Padierna Úsuga (hora 1, min 40 y 

s.s.), declaró, “Mis hermanos frecuentaban a mi papá en fechas especiales; los 

más cercanos, en cualquier fecha, muy frecuente”.  

 

-Ahora, si bien la aseguradora Equidad Seguros cuestionó que para la tasación 

de los perjuicios morales el juez haya acudido a montos diferentes a los 

establecidos por la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, lo cierto es que tal 

cuestionamiento deviene intrascendente en este asunto, si se tiene en cuenta 

que, dicha corporación, al momento de fijar condenas por perjuicios morales, en 

forma indirecta ha tenido como referente una suma casi  equivalente a los 100 

SMLMV y sobre esos montos osciló la condena impuesta en este evento. En todo 

caso, conviene precisar que si bien no existe una norma explicita que determine 

la forma de cuantificar el daño moral y la Sala Civil de Casación de la Corte 

Suprema de Justicia, en variadas decisiones, cronológicamente ha condenado al 

pago de este tipo de perjuicio por la muerte de un familiar en diferentes cuantías 

atendiendo a criterios de actualización -como se advirtió teniendo como referente 

un valor cercano a los 100 smlmv-($53.000.000, SC del 17 de noviembre de 

2011, Exp. 1999-533 [salario mínimo de $535.600°°]; $55.000.000, SC del 9 de 

julio de 2012, Exp. 2002-101-01 [salario mínimo de $566.700°°]; $60.000.000, 

SC13925-2016, rad. 2005-00174-01 [salario mínimo de $689.455°°]; y 

recientemente, $72.000.000, SC 5686 de 2018 [salario mínimo de $781.242°°]), 

lo cierto es que en tratándose de esa clase de perjuicios, hay que tener presente 

que no existen máximos o mínimos, ni baremos preestablecidos, sino que la 

fijación del quantum de la respectiva indemnización depende de la intensidad del 

dolor sufrido por la víctima. Por esta razón, el reparo de la entidad aseguradora 

debe ser despachado desfavorablemente. 

 

4.4. De la acción directa interpuesta en contra de Equidad Seguros Generales: 

Tanto la parte demandante, como el demandado Leder Ignacio Cárdenas, 

cuestionaron que el funcionario judicial, haya pasado por alto que la Equidad 

Seguros Generales fue demandada mediante acción directa -en los términos del 

artículo 1133 del Código de Comercio- y en lugar de condenarla directamente al 

pago de la indemnización dentro de los límites de la póliza, acogió el llamamiento 

en garantía que le fue hecho a dicha entidad aseguradora y le ordenó 
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“reembolsar al llamante lo que este pague a los demandantes en razón de esta 

sentencia”. 

 

El artículo 1133 del Código de Comercio, subrogado por el artículo 87 de la Ley 

45 de 1990, preceptúa que “En el seguro de responsabilidad civil los damnificados 

tienen acción directa contra el asegurador. Para acreditar su derecho ante el 

asegurador de acuerdo con al artículo 1077, la víctima en ejercicio de la acción 

directa podrá en un solo proceso demostrar la responsabilidad del asegurado y 

demandar la indemnización del asegurador”. Dicha norma, tiene como finalidad 

directa, resarcir a la víctima del hecho dañoso, a quien se le instituyó como 

beneficiaria de la indemnización y por contera, como titular del derecho que surge 

por la realización del riesgo asegurado. Es decir, la norma en mención radicó en 

el damnificado el crédito de indemnización que pesa sobre el asegurador, 

confiriéndole el derecho de reclamarle directamente la indemnización del daño 

sufrido como consecuencia de la conducta del asegurado. 

 

Sobre el particular, la Corte Suprema de Justicia, en sentencia STC8497 de 15 de 

octubre de 2020, reiteró que: 

 

“(…) El alcance de la indemnización integral al patrimonio de quien ha 

padecido un daño, a su vez, se desarrolla en el artículo 1127 del Código 

de Comercio, en concordancia con el art. 1133 ejúsdem, plexo normativo 

que faculta a la persona ajena al contrato de seguro, para exigir por vía 

de acción directa del asegurador, el pago de la indemnización respectiva, 

causada a sus intereses por el actuar perjudicial del asegurado. Por 

supuesto, que ese asegurador también puede ser convocado por vía del 

llamamiento en garantía, cuando la acción la formula la parte perjudicada 

contra el causante del daño que ha asegurado el eventual siniestro (…)”. 

 

“(…) Sobre la interpretación del aludido canon, a propósito de la 

modificación que introdujo el artículo 45 de 1990, la Corte adoctrinó lo 

siguiente: (…)”. 

 

“(…) Con la reforma introducida por la Ley 45 de 1990, cuya ratio legis, 

como ab-initio se expuso, reside primordialmente en la defensa del 

interés de los damnificados con el hecho dañoso del asegurado, a 

la función primitivamente asignada al seguro de responsabilidad civil se 

aunó, delantera y directamente, la de resarcir a la víctima del hecho 

dañoso, objetivo por razón del cual se le instituyó como beneficiaria de la 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr033.html#1077
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indemnización y en tal calidad, como titular del derecho que surge por la 

realización del riesgo asegurado, o sea que se radicó en el damnificado 

el crédito de indemnización que pesa sobre el asegurador, 

confiriéndole el derecho de reclamarle directamente la 

indemnización del daño sufrido como consecuencia de la culpa 

del asegurado, por ser el acreedor de la susodicha prestación, e 

imponiendo correlativamente al asegurador la obligación de 

abonársela, al concretarse el riesgo previsto en el contrato (…)”. 

 

“(…) El propósito que la nueva reglamentación le introdujo, desde luego, 

no es, per se, sucedáneo del anterior, sino complementario, “lato sensu”, 

porque el seguro referenciado, además de procurar la reparación del daño 

padecido por la víctima, concediéndole los beneficios derivados del 

contrato, igualmente protege, así sea refleja o indirectamente, la 

indemnidad patrimonial del asegurado responsable (…)” (CSJ 

SC 10 de febrero de 2005, rad. 7614, citada en sentencias de 10 febrero 

de 2005, rad. 7173 y 14 de julio de 2009, rad. 2000-00235-01, citada en 

la sentencia CSJ. SC2107-2018 de 12 de junio de 2018, exp. 11001-31-

03-032-2011-00736-01.) 

 

“(…) En tal sentido, se insiste, en el contrato de seguro por responsabilidad 

aquiliana o contractual, la prerrogativa del beneficiario para reclamar de 

manera directa al asegurador el resarcimiento integral del menoscabo 

sufrido a su patrimonio por causa u omisión del asegurado, procede de la 

Ley más no de la convención (…)” (CSJ. STC3552-2020 de 1° de junio de 

2020, exp. 11001-02-03-000-2020-01019-00) 

 

Adicionalmente, esa Corporación ha expuesto que para “el buen suceso de la 

precitada acción está supeditado principalmente a la comprobación de los 

siguientes presupuestos: 1) la existencia de un contrato en el cual se ampare la 

responsabilidad civil del asegurado,  porque sólo en cuanto dicha responsabilidad 

sea objeto de la cobertura brindada por el contrato, estará obligado el asegurador 

a abonar a la víctima, en su condición de beneficiaria del seguro contratado, la 

prestación prometida, y 2) la responsabilidad del asegurado frente a la víctima, 

y la magnitud del daño a ella irrogado, pues el surgimiento de una deuda de 

responsabilidad a cargo de aquel, es lo que determina el siniestro, en esta clase 

de seguro”5,  los cuales, en el presente asunto fueron debidamente acreditados 

en la primera instancia y no fueron debatidos mediante el recurso de alzada. 

                                                           
5 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de 10 de febrero de 2005. Exp. 

Nro. 7614.  
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Entendido lo anterior, el Tribunal encuentra que a los apelantes les asiste razón 

en su inconformidad, por lo que la Equidad Seguros Generales -demanda 

mediante pretensión directa con sustento en el artículo 1133 del Código de 

Comercio y también llamada en garantía por uno de los demandados- deberá ser 

condenada a pagar directamente la condena impuesta a favor de los 

demandantes -víctimas-, dentro de los límites de la cobertura de la póliza de 

responsabilidad civil que ampara el siniestro objeto de litigio.  En ese sentido, 

habrá de modificarse la orden impartida en la sentencia, la cual se había limitado 

a indicarle que, conforme con el llamamiento en garantía, reembolsara al 

llamante lo que este pagara a los demandantes en virtud de la condena impuesta 

en este proceso, con lo cual desconoció que, la reforma introducida por el artículo 

87 de la Ley 45 de 1990, quiso procurar la tutela eficaz de los derechos del 

damnificado, para recibir el pago directamente de la aseguradora. 

 

5. En este orden, sin necesidad de ahondar en aspectos adicionales, la Sala 

dispondrá: (i) Modificar la suma impuesta por concepto de lucro cesante 

consolidado, la cual corresponderá a un total de $18’792.000°°, con la indicación 

de que no hay lugar al reconocimiento de lucro cesante futuro,  (ii) modificar la 

condena impuesta por concepto de perjuicios morales a favor de las demandantes 

Luz Dary Padierna Rojas, Luz Amparo Padierna Guerra y Gladys de Jesús Padierna 

Guerra, para en su lugar fijarles la suma de 50 smlmv a cada una, (iii) modificar 

la orden impuesta a la Equidad Seguros Generales, en el sentido de que deberá 

pagar directamente a los demandantes la suma asegurada en la póliza que cubre 

el siniestro objeto de litigio  y (iv) confirmar en lo demás la decisión de primera 

instancia. Sin costas en esta instancia, ante la prosperidad parcial de los recursos. 

 

DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, la Sala Segunda de Decisión Civil del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal SEGUNDO de la sentencia impugnada, en el 

sentido de indicar que la condena por concepto de lucro cesante consolidado, a 
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favor de la sucesión de María Georgina Úsuga Castro, corresponde a DIECIOCHO 

MILLONES SETECIENTOS NOVENTA Y DOS MIL PESOS ($18’792.000°°), con la 

indicación de que no hay lugar al reconocimiento de lucro cesante futuro, por las 

razones anotadas. 

 

SEGUNDO: MODIFICAR el ordinal SEGUNDO de la decisión, para indicar que la 

suma fijada por concepto de perjuicios morales fijados a cada una de las 

demandantes Luz Dary Padierna Rojas, Luz Amparo Padierna Guerra y Gladys de 

Jesús Padierna Guerra, será el equivalente a 50 smlmv. 

 

TERCERO: MODIFICAR el ordinal CUARTO de la sentencia impugnada, para 

indicar que la EQUIDAD SEGUROS GENERALES, deberá pagar directamente a los 

demandantes las condenas impuestas, hasta el límite del valor asegurado. 

 

CUARTO: En lo demás, por las razones expuestas en esta providencia, la decisión 

apelada permanece incólume.  

 

QUINTO: Sin costas en esta instancia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTHA CECLIA LEMA VILLADA 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

Salvamento parcial de voto  


